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I. CONTROL Y FISCALIZACIÓN INTERNA DE LA GESTIÓN ECONÓMICO-FINANCIERA 
Y PRESUPUESTARIA DE LAS ENTIDADES LOCALES

1. CONCEPTO Y RÉGIMEN JURÍDICO DEL CONTROL INTERNO.

1.1. Control interno: Concepto, ámbito de aplicación y formas de ejercicio

-

sin embargo el artículo 2 del Real Decreto 124/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del 

las entidades del sector público local integrando este a estos efectos: 

2. Los organismos autónomos locales.

3. Las entidades públicas empresariales.

4. Las sociedades mercantiles dependientes.

5. Las fundaciones del sector público dependientes.

6. Los fondos carentes de personalidad jurídica cuya dotación mayoritaria se efectúe desde el Presupuesto de la entidad local.

7. Los consorcios adscritos conforme a la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del Sector Público.

8. Las entidades con o sin personalidad jurídica con participación mayoritaria o total con cargo al presupuesto de la entidad local.

modalidades: control permane
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Formas de ejercicio Función interventora

Ámbito subjetivo 
de aplicación

Entidad local, Organismos autónomos, Consorcios, 
cuando el régimen de control de la administración pública 
a la que estén adscritos lo establezca

Sector público local

Ámbito objetivo 
den lugar al reconocimiento de derechos o a la realización 
de gastos, así como los ingresos y pagos que de ellos se 
deriven, y la inversión o aplicación en general de sus fon-

a las disposiciones aplicables en cada caso

de la normativa y directrices que los rigen y, en general, 
que su gestión se ajusta a los principios de buena gestión 

-
cia, la economía, la calidad y la transparencia, y por los 
principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 

Modalidades

Control permanente, Auditoría, 

1.2 Régimen jurídico del control interno

A diferencia de lo que ha sucedido en la Administración General del Estado, que ha contado como un completo marco normativo regulador 

Haciendas Locales tan solo dedicaba diez artículos al control interno en el Capítulo IV del Título VI dedicado al Control y Fiscalización. En materia de 

contaba con la regulación prevista en el Título III de esta ley.

El Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local 
publicado en el  el 12 de mayo de 2017 y cuya entrada en vigor se producirá el 1 de julio de 2018 ha venido a llenar el vacío 
normativo persiguiendo como señala en su Introducción una doble función, por un lado, desarrollar las previsiones incorporadas en el TRLHL a raíz 
de la promulgación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local y por otro, una función con 
proyección innovadora que busca incorporar reglas, técnicas y procedimientos de auditoría que se traduzcan en mejoras sustanciales en el ejercicio del 
control interno en las entidades locales, homogeneizándolos con el resto del sector público.

El régimen jurídico del control interno de las entidades locales está integrado por las siguientes normas:

—Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local.

—Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación 
de carácter nacional.

—Resolución de 2 de junio de 2008, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se publica el Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 30-5-2008, por el que se da aplicación a la previsión de los arts. 152 y 147 de la Ley General Presupuestaria.

-
tacando las siguientes:

—Resolución de 1 de septiembre de 1998 del Interventor General de la Administración del Estado por la que se ordena la publicación de la 
resolución que aprueba las normas de auditoria del sector publico.

—Resolución de 21 de noviembre de 2002 de la Interventora General del Estado por la que se establece el obligado cumplimiento de la Norma 
Técnica sobre los informes adicionales al de auditoría de cuentas emitidos por la Intervención General de la Administración del Estado.

—Norma Técnica sobre evaluación de la importancia relativa en las auditorías de cuentas realizadas por la Intervención General de la Adminis-
tración del Estado de 11 de abril de 2007.

—Norma Técnica sobre colaboración con auditores privados en la realización de auditorías públicas de 11 de abril de 2007.

—Resolución de la IGAE, por la que se aprueba la norma técnica de informe de recomendaciones de control interno e informe adicional al de 
auditoría de cuentas.

2. ESTATUTO JURÍDICO DEL PERSONAL CONTROLADOR

locales cuya responsabilidad administrativa está reservada a los funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional, en parti-
cular, a los funcionarios pertenecientes a las subescalas de Intervención Tesorería y de Secretaría-Intervención, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 92 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local. El régimen jurídico de estos funcionarios se encuentra 
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desarrollado en el Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con 
habilitación de carácter nacional.

En el Capítulo II del Título I del Real Decreto 424/2017 se ha procedido a completar el régimen jurídico del personal titular de los órganos de 
control, hasta ahora en el artículo 222 del TRLHL tan solo se recogían las facultades de este personal, facultades que el reglamento desarrolla en su 
artículo 6 y es este reglamento el que como novedad va a regular también los deberes de este personal en su artículo 5, así como en otras disposiciones.

2.1. Deberes del personal controlador
En primer lugar el artículo 5 del Real Decreto 424/2017 establece que los funcionarios que ejercen la función de control interno deben guardar el 

deber de sigilo con relación a los asuntos que conozcan en desempeño de sus funciones, de forma que los datos, informes o antecedentes que obtengan en 

-
vo de este personal pues está previsto como un deber de todos los empleados públicos en el código de conducta regulado en los artículos 52 y siguientes 

En segundo lugar se regula lo que puede denominarse el deber de denuncia así cuando en la práctica de un control el órgano interventor actuante 

responsabilidades contables o penales lo pondrá en conocimiento del órgano competente, de acuerdo con las siguientes reglas:

tramitarán por el procedimiento ordinario aplicable, sin perjuicio de que el Tribunal de Cuentas conozca, en el ámbito de sus competencias, de aquellos 
hechos que hayan originado menoscabo de fondos públicos. Al respecto señalar que el artículo 262 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal ya establece 

La autoridad o funcionario público 
que faltando a la obligación de su cargo, dejare intencionadamente de promover la persecución de los delitos de que tenga noticia o de sus responsa-

2. En el caso de hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones en materia de gestión económico-presupuestaria de las previstas en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, que no siendo constitutivas de delito afecten a 
presuntos responsables comprendidos en el ámbito de aplicación de la citada ley, dará traslado de las actuaciones al órgano competente, sin perjuicio 
de poner los hechos en conocimiento del Tribunal de Cuentas por si procediese, en su caso, la incoación del oportuno procedimiento de responsabilidad 
contable. Los órganos competentes en este caso están regulados en el artículo 31 de la Ley 19/2013, siendo competente para la incoación e instrucción 
del procedimiento en el caso de las infracciones cometidas por el personal al servicio de las entidades los órganos que tengan atribuidas estas funciones 
en aplicación del régimen disciplinario propio de estas entidades y para sancionar el Pleno de la Junta de Gobierno de la Entidad Local de que se trate, 

3. En los restantes casos, se estará con carácter general a lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas y en la 
Ley 7/1988, del 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

regular la tramitación de las cuentas anuales y en especial la posibilidad de formular contra las mismas reclamaciones, reparos u observaciones añade. 
«Todo ello sin perjuicio de que pueda denunciarse ante el Tribunal de Cuentas la existencia de irregularidades en la gestión económica y en las cuen-

Por último, en el artículo 5 se establece el de deber de facilitar el acceso a los informes de control en aquellos casos en los que legalmente 

controlada y por tanto será el gestor quien tome la decisión sobre el acceso a esta información. Este deber se ha de poner en relación con la previsión 
del artículo 4.4 del Real Decreto 424/2017 que establece dos obligaciones que corresponden al órgano interventor dar cuenta a los órganos de gestión 
controlados de los resultados más relevantes de las comprobaciones efectuadas y recomendar las actuaciones que resulten aconsejables y también dar 
cuenta al Pleno de los resultados que por su especial trascendencia considere adecuado elevar al mismo. 

En la Disposición Final 3.ª de este reglamento se establece un deber de formación ya que los funcionarios responsables del control interno de-

2.2 Facultades del personal controlador
En lo que respecta a las facultades del personal controlador el artículo 222 del TRLHL establece: «Los funcionarios que tengan a su cargo la fun-

-

A este respecto hay que destacar que al regular los principios del ejercicio del control interno en el artículo 4 del Real Decreto 424/2017 reitera la 
plena autonomía del órgano interventor respecto de las autoridades y demás entidades cuya gestión sea objeto de control, señalando que los funcionarios 
que ejerzan esta función tendrán plena independencia funcional respecto de los titulares de las entidades controladas. 

convenios con la Intervención General del Estado, previo informe del órgano interventor para la realización de actuaciones de apoyo.

Estas facultades han sido objeto de desarrollo reglamentario como se ha indicado anteriormente en el artículo 6 del RD 424/2017 regulando 
el deber de colaboración con el personal controlador, y sus facultades de solicitar asesoramiento, de la defensa jurídica y de revisión de los sistemas 
informáticos de gestión.

Por un lado, se establece el deber que incumbe al resto de la organización de la entidad controlada de prestar la debida colaboración y apoyo al 
interventor y por otro lado, se establece la obligación de cualquier persona, natural o jurídica, pública o privada no perteneciente a la entidad controlada 
de proporcionar, previo requerimiento del órgano interventor, toda clase de datos, informes o antecedentes deducidos directamente de sus relaciones 
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e de la 
entidad, los asesoramientos jurídicos y los informes técnicos necesarios así como los antecedentes y documentos precisos para el ejercicio de sus fun-

asesoramiento e informes de los Servicios de Asistencia Municipal y de los órganos competentes de las Diputaciones Provinciales, Cabildos, Consejos 
Insulares y Comunidades Autónomas Uniprovinciales que si requiere la mediación del Presidente de la entidad.

Dentro de la facultad de asesoramiento el órgano interventor de la Entidad Local podrá solicitar el asesoramiento de la Intervención General de 
la Administración del Estado en el marco de los Convenios que se puedan suscribir de conformidad con lo previsto en la Disposición adicional séptima 
de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local. Convenios cuyo régimen jurídico ha sido esta-
blecido en la Disposición Adicional Cuarta del Reglamento de control interno.

Se reconoce que las Entidades Locales deben garantizar y adoptar las medidas necesarias para proporcionar defensa jurídica y protección del 
personal controlador en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia de su participación en actuaciones de 
control interno.

precisos para llevar a cabo sus funciones de control.

3. FUNCIÓN INTERVENTORA DE LOS GASTOS E INGRESOS DE LAS ENTIDADES LOCALES. 

3.1 Fases, contenido y modalidades de la función interventora.
-

Esta función se va a caracterizar además de por ser un control de legalidad por su carácter previo y preventivo, es decir, tiene lugar antes de que 

El ejercicio de esta función comprende las siguientes fases con su respectivo contenido:

1. Fiscalización previa de los actos que reconozcan derechos de contenido económico, autoricen o aprueben gastos, dispongan o comprometan 
-

2. Intervención del reconocimiento de las obligaciones e intervención de la comprobación material de la inversión. Es la facultad para comprobar 
antes de que se dicte la correspondiente resolución que las obligaciones se ajustan a la ley o a los negocios jurídicos suscritos por las autoridades com-
petentes y que el acreedor ha cumplido o garantizado la prestación.

perceptor y por el importe establecido.

3.2 Función interventora sobre los derechos e ingresos
Las 

-
zón en contabilidad y por actuaciones comprobatorias posteriores mediante la utilización de técnicas de muestreo o auditoría y el segundo que cuando 

El Real Decreto 424/2017 dedica tan solo el artículo 9 a la función interventora sobre los derechos, reiterando las previsiones de la ley de hacien-
das locales, con alguna precisión terminológica.

toma de razón en contabilidad del derecho no alcanzará en ningún caso a los actos de ordenación y pago material derivados de devoluciones de ingre-
sos indebidos, como ya contemplaba el artículo 148.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria y en mi opinión debía hacerse 
aplicando supletoriamente la norma estatal porque aún tratándose de operaciones aplicadas al presupuesto de ingresos implican salida, material o en 
formalización, de fondos.

-
mativa sobre este control así las normas reguladoras de la Hacienda Pública no solo en el ámbito local sino en general dedican muy pocos preceptos a 
la regulación del control de los ingresos. 

mientras que los créditos presupuestarios en las entidades territoriales tienen carácter limitativo y vinculante en sus aspectos cuantitativo, cualitativo 
y temporal los ingresos son simplemente meras previsiones. También se alega la distinta naturaleza de las potestades adminitrativas que son regladas 

ingresos de las administraciones frente al carácter homogéneo de los gastos, así mientras todo gasto debe ir precedido de un procedimiento previo y del 

le precede un procedimiento.

Sin embargo, pueden esgrimirse argumentos muy sólidos a favor del control de los ingresos porque a pesar del distinto carácter presupuestario del 

órganos y entes púb
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Al resultar frecuente en las entidades locales -

En el caso de Entidades Locales podemos articular un modelo de control posterior de los ingresos tomando como referencia la Circular 2/1993, 
de 3 de marzo de la IGAE , por la que se establece el ejercicio del control posterior de derechos e ingresos previstos en el artículo 95.6 de la Ley General 

-
tiva, como mínimo de la fecha, el número de asiento y el importe con que dicho documento hubiese quedado registrado individualmente. La instrucción 
prevé que cuando la operación contable es registrada a partir de datos contenidos en soportes electrónicos, informáticos o telemáticos la diligencia se 
sustituirá por los oportunos procesos de validación en el sistema contable, mediante los cuales dichas operaciones queden referenciadas en relación con 
las anotaciones contables que se hayan producido.

-

intervención de la ordenación del pago y en la intervención del pago material en materia de gastos con las debidas adaptaciones previstas en los artículos 

3.3 Función interventora sobre los gastos y pagos
Como hemos destacado en el análisis de la función interventora sobre los derechos e ingresos la normativa sobre control interno y especialmente, 

a la función interventora sobre los ingresos y en el Capítulo III del Título II del RD 424/2017, integrado por 19 preceptos.

requisitos básicos o combinando ambas según el tipo de gastos.

se han establecido.

Analizaremos en este epígrafe, en primer lugar, los aspectos generales de índole formal de la función interventora previa plena para después 
analizar las fases que la integran, incluyendo en otro epígrafe las especialidades propias del régimen especial de limitada previa de requisitos básicos.

Dentro de los aspectos de índole formal nos referiremos al momento y al plazo para el ejercicio de esta función, una de las características más 
destacables de la función interventora es su carácter previo, su ejercicio tiene lugar en el momento en que se está en disposición de que se adopte acuerdo 
por órgano competente.

con carácter original debe ser remitido al órgano interventor.

de antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla y dicho precepto aclara que no formará 

informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los 
juicios de valor emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y facultativos, solicitados antes de la resolución 

El Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de 

entidades locales el artículo 175 del ROF.

suspenderán cuando el órgano interventor haga uso de su facultad de solicitar asesoramiento y no podrán ser reducidos por las normas que sobre control 
interno aprueben las entidades locales.

-
bación o autorización de gastos y de la disposición o compromiso de gasto, la intervención previa del reconocimiento de la obligación, la intervención 
formal del pago y la intervención material del pago. 

-
table RC, que también emite el órgano interventor o el titular de la contabilidad en los municipios de gran población pero que no es manifestación de la 

la realización de un gastos, estando incluidos los actos resolutorios de recursos administrativos y los convenios y actos de naturaleza análoga que tengan 
contenido económico. 
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presupuesto de gastos correspondientes a la autorización y disposición del crédito presupuestario.

-
cará el cumplimiento de las normas a las que se ha de ajustar cada acto de gestión de fondos públicos. A este respecto, la IGAE en su Informe de 23 de 

-

contratación administrativa, contratación patrimonial, selección de recursos humanos, subvenciones, responsabilidad patrimonial, etc., habrá que anali-
zar lo que cada legislación establece para que la ejecución del gasto público sea válida y conforme al ordenamiento jurídico.

-
pecto al cumplimiento de la legalidad con carácter previo en las fases de autorización y disposición del gasto.

La segunda de las fases de la función interventora es la intervención previa al reconocimiento de la obligación o liquidación del gasto, en la que 
se va a incardinar la comprobación material de la inversión.

El elemento más relevante de esta fase es que debe quedar documentalmente acreditado, comprobación formal, y materialmente comprobado 
que se ha producido la realización de la prestación o el derecho del acreedor, de conformidad con los acuerdos de autorización y disposición del gasto.

-
cimiento de la obligación deban realizarse simultáneamente.

causas de las que derive la obligación del pago.

—Que se ha comprobado materialmente, cuando proceda, la efectiva y conforme realización de la obra, servicio, suministro o gasto, y que ha 
sido realizada en su caso dicha comprobación.

A este respecto hay que señalar que uno de los aspectos que hasta el RD 424/2017 no estaban desarrollados en el ámbito local es la función 
interventora en la fase de intervención de la comprobación material de la inversión.

Se ha regulado en el artículo 20 del RCI procede la comprobación material mediante la concurrencia del órgano interventor al acto de recepción 

D. A. 3.ª de la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público, ley que deroga antes de su entrada en vigor, lo previsto en este reglamento, que establecía 

Los órganos gestores están obligados a solicitar en estos casos la asistencia del órgano interventor con una antelación de veinte días a la fecha de 
recepción prevista. El órgano interventor puede delegar su asistencia y ser asesorado cuando sea necesaria la posesión de conocimientos técnicos para 

así lo aconsejen.

-

hará contar que la prestación recibida cumple con las condiciones previamente establecidas.

En la fase de intervención formal del pago se someten a control todos los actos de ordenación de pagos con cargo a la tesorería de la entidad ya 
sean derivados de la ejecución de acuerdos de reconocimiento de obligaciones ya lo sean de acuerdos de devolución de ingresos indebidos como hemos 
señalado anteriormente al referirnos a la función interventora sobre los ingresos.

-

importe debidamente reconocido.

A esta fase se someten no solo el cumplimiento de las obligaciones de la tesorería sino también la situación de fondos a disposición de cajeros y 
agente y los movimientos de fondos y valores entre las cuentas de la tesorería.

3.4 Informes de la función interventora: forma y efectos. Tramitación

y gastos e intervención de gastos y pagos.

-

incumplimientos de los requisitos de legalidad que son objeto de comprobación en la citadas fases.
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-
ción previa no puede ser sustituida por la toma de razón en contabilidad los informes de reparo tendrán efecto suspensivo. 

3.4.2.1 Informes de conformidad.

-

A este respecto señalar que el órgano interventor tiene la condición de disponente de las cajas y cuentas de titularidad municipal con carácter 

3.4.2.2 Informes de reparo.

-
mular su informe de reparo por escrito y motivando con razonamientos fundados en las normas en las que se apoye el criterio sustentado incluyendo la 

Respecto a los efectos de los reparos el artículo 216.2 del TRLHL prevé que cuando la disconformidad afecta a la disposición de gastos, recono-

este efecto suspensivo del reparo a la fase de autorización del gasto? En realidad, en este punto al incluir esta fase de ejecución presupuestaria no hace 
sino equipar el efecto del reparo en el ámbito local y en el estatal, en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria el efecto suspensivo 

la intervención sin distinguir entre las distintas fases de ejecución presupuestaria.

-
ventora trata de prevenir que se produzca el incumplimiento del ordenamiento jurídico.

El efecto suspensivo solo se produce cuado el reparo esté fundado en alguno de estos motivos previstos en el artículo 216.2 del TRLHL:

El Real Decreto 424/2017 viene a concretar en su artículo 12.3 cuando procederá la formulación de reparo suspensivo en el supuesto de omisión 

-
mente el derecho de su perceptor.

-
tiva pudiera causar quebrantos económicos a la Tesorería de la Entidad Local o a un tercero.

El Pleno de la Corporación, previo informe del órgano interventor, puede aprobar otros requisitos o trámites adicionales, que también tendrán la 
consideración de esenciales.

3.4.2.3 Informe favorable con salvedades

-

3.4.2.4 Tramitación del informe de reparo. procedimiento de resolución de discrepancias.

no prevalece sobre la de los órganos de gestión.

Por lo que los informes de ambos órganos serán tenidos en cuenta para el conocimiento de las discrepancias.

El órgano gestor que no acepte el reparo planteará al Presidente de la entidad una discrepancia en el plazo de quince días desde la recepción de 
este, que deberá ser motivada por escrito con cita de los preceptos legales en los que sustente su criterio.

indelegable en ambos casos.

En el caso de los Organismo Autónomos y otros organismos públicos en los que se realice la función interventora, los consorcios en algunos 
supuestos, la discrepancia se planteará a través de su Presidente para su inclusión en punto independiente del orden del día de la correspondiente sesión 
plenaria, por lo que se atribuye en ese caso la competencia para su resolución en todo caso al Pleno de la entidad local de la que dependen o estén adscritos.
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en la resolución correspondiente o, en su caso, a la motivación para la no aplicación de los criterios establecidos por el órgano de control.

El plazo para la resolución de la discrepancia debe recaer en el plazo de quince días y tendrá naturaleza ejecutiva.

La Ley 27/2013, 27 diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local introduce la posibilidad de que el Presidente 
de la Entidad Local eleve esta resolución de las discrepancias al órgano de control competente por razón de la materia de la Administración que tenga 

hagan uso de esta facultad deberán comunicarlo al órgano interventor y demás partes interesadas.

La Intervención General de la Comunidad Autónoma sin perjuicio de su facultad para recabar los informes o dictámenes que sean necesarios a 
efectos de emitir informe, deberá informar sobre las cuestiones planteadas, en el plazo de un mes desde la solicitud por parte del Presidente siempre que 

la discrepancia.

Con ocasión de la dación de cuenta de la liquidación del Presupuesto, el órgano interventor debe elevar al Pleno el informe anual de todas las re-
soluciones adoptadas por el Presidente de la Entidad Local contrarias a los reparos efectuados, o, en su caso, a la opinión del órgano competente de la Ad-
ministración que ostente la tutela al que se haya solicitado informe, así como un resumen de las principales anomalías detectadas en materia de ingresos.

La dación de cuenta de ese informe será un asunto que constituirá un punto independiente del orden del día de la sesión plenaria. El Presidente 

Una vez informado el Pleno de la Entidad Local, con ocasión de la cuenta general, el órgano interventor remitirá anualmente, al Tribunal de 

Entidad Local y por el Pleno de la Corporación contrarios a los reparos formulados, en su caso, a la opinión del órgano competente de la Administración 
que ostente la tutela al que se haya solicitado informe así como un resumen de las principales anomalías detectadas en materia de ingresos, debiendo 

Aunque la función interventora es un instrumento de control de legalidad caracterizado por su carácter interno, preventivo y omnicomprensivo, 
-

el límite de los gastos menores es 5.000,00 euros.

alcanza a la intervención previa del reconocimiento de la obligación, de la orden de pago y del pago material, con la especialidad propia del pago por 

3.6 Régimen especial de función interventora limitada previa de requisitos básicos
Como indicaba anteriormente el ejercicio de la función interventora previa puede desarrollarse de forma plena mediante la comprobación de 

-

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 219.2 del TRLHL y el artículo 13 del Real Decreto 424/2017, la competencia para aprobar este 
régimen de función interventora le corresponde al Pleno, a propuesta del Presidente y previo informe del órgano interventor.

En los casos en que se trate de contraer compromisos de gastos de carácter plurianual se comprobará, además, si se cumple lo preceptuado en el 
artículo 174 del TRLHL.

El reglamento en este requisito señala que en todo caso se comprobará la competencia del órgano de contratación o concedente de la subvención 
cuando dicho órgano no tenga atribuida la facultad para la aprobación de los gastos de que se trate.
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en el Acuerdo del Consejo de Ministros, vigente en cada momento, con respecto al ejercicio de la función interventora en régimen de requisitos básicos, 
en aquellos supuestos que sean de aplicación a las Entidades Locales, que deberán comprobarse en todos los tipos de gasto que comprende.

Actualmente resultan de aplicación el Acuerdo del Consejo de Ministros de 30 de mayo de 2008, por el que se da aplicación a la previsión de 
los artículos 152 y 147 de la Ley General Presupuestaria, respecto al ejercicio de la función interventora en régimen de requisitos básicos y el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 20 de julio de 2018, por el que se da aplicación a la previsión de los artículos 152 y 147 de la Ley General Presupuestaria, 
respecto al ejercicio de la función interventora en régimen de requisitos básicos en el ámbito de los contratos del sector público y encargos a medios 
propios.

Adicionalmente, el Pleno de la Corporación, previo informe del órgano interventor, podrá aprobar otros requisitos o trámites adicionales que 

la normativa reguladora para asegurar la objetividad, la transparencia, la no discriminación y la igualdad de trato en las actuaciones públicas.

El reglamento contempla la convivencia en una misma entidad de ambos regímenes de función interventora plena para aquellos tipos de gastos 
para lo que no se haya acordado el régimen de requisitos básicos así como para los gastos de cuantía indeterminada y limitada de requisitos básicos 
para el resto.

CONTROL FINANCIERO COMPLEMENTO OBLIGATORIO EN EL CASO DE FISCALIZACIÓN E INTERVENCIÓN PREVIA LIMITADA

legalidad en la gestión de los créditos. El reglamento actualiza en este punto la terminología para situar estas actuaciones de control pleno posterior en 

observaciones y conclusiones se deduzcan de ellas. Estos informes se remitirán al Pleno con las observaciones que hubieran efectuado los órganos 
gestores.

INFORMES EN EL RÉGIMEN DE FISCALIZACIÓN E INTERVENCIÓN LIMITADA PREVIA DE REQUISITOS BÁSICOS

establece que en caso de que se incumplan los requisitos básicos objeto de control se emitirá informe de reparo con los mismos requisitos de forma y 
efectos que en el régimen de función interventora plena.

Tanto en los informes de reparo como en los informes de conformidad el órgano interventor podrá formular las observaciones complementarias 
-

servaciones no procederá el planteamiento de discrepancia.

3.7 Omisión de la función interventora
La omisión de la función interventora es uno de los aspectos que hasta el RD 424/2017 no estaban desarrollados en el ámbito local. Se regulación 

se ha recogido en el artículo 28.

el artículo 50.12 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen 
Jurídico de las Entidades Locales para atribuir la competencia de aprobación al Pleno va a contar con una regulación material en el ámbito local en el 
Reglamento de control interno.

Pasaremos a analizar cómo es abordada la regulación de este procedimiento y sus informes:

Suspensión de la tramitación: cuando la función interventora siendo preceptiva se hubiera omitido no se podrá reconocer la obligación, ni trami-
-

si continua el procedimiento y las demás actuaciones que, en su caso, procedan.

INFORME DE INTERVENCIÓN EN CASO DE OMISIÓN DE LA FUNCIÓN INTERVENTORA

en las fases anteriores debe manifestarlo a la autoridad que hubiera iniciado aquel y emitir simultáneamente su opinión respecto de la propuesta en un 

actuaciones que en su caso, procedan.

al Tribunal de Cuentas respecto a las resoluciones y acuerdos adoptados contra su criterio.

el objeto del gasto, el importe, la naturaleza jurídica, la fecha de realización, el concepto presupuestario y ejercicio económico al que se imputa.

• Constatación de que las prestaciones se han llevado a cabo efectivamente y de que su precio se ajusta al precio de mercado, para lo cual se ten-

• Posibilidad y conveniencia de revisión de los actos dictados con infracción del ordenamiento, que será apreciada por el interventor en función 
de si se han realizado o no las prestaciones, el carácter de estas y su valoración, así como de los incumplimientos legales que se hayan producido. Para 
ello, se tendrá en cuenta que el resultado de la revisión del acto se materializará acudiendo a la vía de indemnización de daños y perjuicios derivada de 
la responsabilidad patrimonial de la Administración como consecuencia de haberse producido un enriquecimiento injusto en su favor o de incumplir la 
obligación a su cargo, por lo que, por razones de economía procesal, solo sería pertinente instar dicha revisión cuando sea presumible que el importe de 
dichas indemnizaciones fuera inferior al que se propone.

caso, hubiera lugar. La necesidad de abonar los gastos al acreedor en virtud de la prohibición del enriquecimiento injusto no sana las responsabilidades 
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administrativas, penales o contables que en las que, en su caso, hubiera podido incurrir el responsable que ha acordado la realización del gasto incum-
pliendo el procedimiento establecido al efecto.

-

Cuando las irregularidades no sean constitutivas de nulidad de pleno derecho, una vez que se dispone de crédito y se ha constatado la realidad de 

Cuando las irregularidades sean constitutivas de nulidad de pleno derecho, de acuerdo con los más recientes pronunciamientos jurisdiccionales y 

-

Por último recordar que en el artículo 28 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Go-

esta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la intervención, regulado en la normativa 

4. CONTROL FINANCIERO

-

4.1 Ámbito de aplicación y formas de ejercicio

El control permanente se ejercerá sobre la entidad local y sobre los organismos públicos en los que se aplica la función interventora para com-

procedimental.

-
ciero y las actuaciones que el ordenamiento jurídico atribuye al órgano interventor.

Este segundo tipo de actuaciones son entre otras:

1. El control de subvenciones y ayudas públicas, de acuerdo con lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

4. La emisión de informe previo a la aprobación de la liquidación del Presupuesto.

-

-

Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. y en la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la 
que se desarrollan las obligaciones de suministro de información previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

-
tos de revisión selectivos regulados en las normas de auditoria e instrucciones de la Intervención General del Estado.

Las modalidades son la auditoría de cuentas, la auditoría de cumplimiento y la auditoría operativa.

principios contables y presupuestarios que le son de aplicación y contienen la información necesaria para su interpretación y comprensión adecuada.

El órgano interventor de la Entidad Local realizará anualmente la auditoría de las cuentas anuales de:

—Los organismos autónomos locales.

—Las entidades públicas empresariales locales.

—Las sociedades mercantiles y las fundaciones del sector público local no sometidas a la obligación de auditarse que se hubieran incluido en el 
plan anual de auditorías.
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Estas auditorías de cuentas se realizarán sobre las cuentas anuales cuyo ejercicio contable se cierre a partir de 1 de enero de 2019, conforme 
establece la disposición transitoria única del Real Decreto de control interno.

La auditoría de cumplimiento y la auditoría operativa se ejercen en las entidades sector público local no sometidas a control permanente, es 

se han desarrollado de conformidad con las normas que les son de aplicación. Por tanto, es una actuación de control de legalidad.

de los recursos públicos locales.

Control Financiero, regulado en el artículo 31 del Reglamento.

Este Plan recogerá las actuaciones de control permanente y de auditoria pública a realizar en el ejercicio, las derivadas de una obligación legal y 
las seleccionadas sobre la base de un análisis de riesgos consistente con los objetivos que se pretenden conseguir, las prioridades establecidas para cada 
ejercicio y los medios disponibles.

la posibilidad de que se produzcan hechos o circunstancias en la gestión, sometida a control, susceptibles de generar incumplimientos de la normativa 

-
mar la importancia del riesgo, utilizando tanto criterios cuantitativos como cualitativos, y también se atenderá a la conveniencia de seleccionar controles 

precisamente por la ausencia reiterada de control. 

informativos.

El Plan Anual del Control Financiero deberá asegurar, conjuntamente con el ejercicio de la función interventora, al menos, un control efectivo 
del ochenta% del presupuesto general consolidado que en el transcurso de tres ejercicios consecutivos y en base a un análisis previo de riesgos, deberá 
haber alcanzado el cien por cien de dicho presupuesto.

4.3 Actuaciones de control permanente

El control permanente se realiza de forma continuada y sistemática sobre el análisis de de operaciones seleccionadas que permita obtener una 

función interventora.

interventor.

-

-

4.4 Actuaciones de auditoria pública

En primer lugar, resulta destacable la remisión a las normas de auditoría del sector público aprobadas por la Intervención General del Estado 
y a sus normas técnicas en cuanto al ejercicio de las auditorías en el sector público local para asegurar la calidad y homogeneidad de los trabajos de 
auditoría pública.

estatales señaladas en el epígrafe dedicado al régimen jurídico del control interno.

Las actuaciones que se pueden desarrollar para la aplicación de los procedimientos de auditoria son:

organismo o ente auditado.

a los efectos de la realización de la auditoría.
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mismos.

para colaborar con el órgano interventor debiendo ajustarse a las instrucciones dictadas por este.

En el ejercicio de sus funciones de control el órgano interventor podrá acceder a los papeles de trabajo y a los documentos soporte que hayan 
servido de base a cualquier informe de auditoría del sector público local realizado por auditores privados, esta facultad se reconoce en la Disposición 
Adicional 6ª del Reglamento.

pronunciamientos tanto judiciales como del Tribunal de Cuentas que enfatizan esta cuestión. Así a modo de ejemplo citar la Sentencia de 31 de mayo 
de 1999 de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 3ª, del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana que anula un acuerdo 
municipal por el que se encarga a una empresa la realización de una auditoría sobre la gestión municipal declarando que: «…Así pues, si en virtud de la 

 

-

la citada ley y los efectos atribuidos a los mismos sin que la circunstancia de que estos informes vengan rubricados por auditores inscritos en el Registro 

En cuanto a la forma y contenido de los informes que recojan los resultados del control permanente y de cada una de las auditorías señalar que 

en la siguiente actuación de control.

—INTRODUCCIÓN: 

—CONSIDERACIONES GENERALES: Referencia breve a las características de la actividad que es objeto de control.

—OBJETIVOS Y ALCANCE: Se indicarán los objetivos del control y los aspectos de la gestión que son de análisis ; las limitaciones al alcance y su 
trascendencia para el cumplimiento de los objetivos.

—RESULTADOS DEL TRABAJO S -
ciencias o incumplimientos que se hayan observadonproporcionando la información necesaria para valorar adecuadamente su importancia cuantitativa 
o cualitativa. Se debe efectuar el seguimiento de aquellas que el órgano gestor haya decidido adoptar como consecuencia de las conclusiones y reco-
mendaciones que sobre esa misma actuación se hubieren formulado en informes anteriores.

—CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.

que de los mismos se pueden derivar.

 ALEGACIONES DEL ÓRGANO CONTROLADO y las OBSERVACIONES A LAS ALEGACIONES.

ANEXO I: ALEGACIONES.
Las alegaciones y el escrito de remisión del órgano gestor.

-

Si trancurrido el plazo para alegaciones estas no se han recibido se indicará en el apartado de Introducción.

ANEXO II. OBSERVACIONES.



327

18. Control interno y rendición de cuentas

al titular de la gestión controlada para que en un plazo de 15 días formalice por escrito las alegaciones que estime por convenientes.

entidad local y por conducto de este al Pleno para su conocimiento. El análisis de este informe debe constituir un punto independiente en el orden del 
día de la sesión plenaria en que se trate.

-
ponsabilidades contables o penales se pondrán en conocimiento de los órganos previstos en el artículo 5.2 del Reglamento, señalados al referirnos a los 
deberes del personal controlador.

Adicionalmente, se concreta la obligatoriedad de publicar en las sedes electrónicas corporativas, los informes de las auditorías de cuentas anuales 
junto a la información contable, conforme a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y tam-
bién se establece la obligación de remisión a la Intervención General del Estado para su integración en el registro de cuentas anuales del sector público.

Dos novedades importantes que introduce el Reglamento de Control Interno son las relativas al Informe Resumen y Plan de acción.

Este informe tiene que remitirse al Pleno y a la Intervención General del Estado en el primer cuatrimestre del año respecto al ejercicio anterior y 
se ajustará en cuanto a su contenido, estructura y formato a las instrucciones que dicte la Intervención General del Estado.

-

en la Corporación comos en sus entidades dependientes o adscritas.

El plazo para su elaboración es de tres meses desde la remisión al Pleno del informe resumen y en cuanto a su contenido el reglamento prevé que 

corrección de las debilidades para que el Pleno pueda efectuar un seguimiento periódico de las medidas correctoras implantadas.

5. RÉGIMEN SIMPLIFICADO DE CONTROL INTERNO

Como señala la Introducción del Real Decreto 424/2017 y de gran importancia en nuestra provincia, en el desarrollo reglamentario del control in-
terno no se ha querido desconocer la especial heterogeneidad de la entidades que integran el sector público local, principalmente en el ámbito municipal.

régimen de control general, por falta de medios personales y materiales.

Los elementos más relevantes de este régimen son:

-
dencia de que no hayan optado por su aplicación.

incluidos:

3.000.000 de euros y cuya población no supere 5.000 habitantes.

—Los organismos autónomos dependientes de las entidades locales contempladas en los apartados anteriores.

-
dimiento ni órgano competente para adoptar este acuerdo, en mi opinión, puede defenderse que al igual que sucede con la implantación del régimen 

3. Las entidades locales acogidas a este régimen pueden ejercer la función interventora tanto con carácter pleno como limitado no siendo obli-

legal.

II. LA CONTABILIDAD DE LAS ENTIDADES LOCALES

1. CONCEPTO Y FINES. RÉGIMEN JURÍDICO

La contabilidad local es un sistema de información donde se registran las transacciones económicas y patrimoniales de las entidades locales al 
 y de la toma de decisiones.
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reguladora de las Haciendas Locales:

deban elaborarse o remitirse al Tribunal de Cuentas.

de España.

-
dualizado de la situación deudora o acreedora de los interesados que se relacionen con la entidad local.

Las entidades locales están sometidas al régimen de la contabilidad pública correspondiendo al Estado el establecimiento de su plan de cuentas 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 114 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

La sujeción al régimen de contabilidad pública lleva consigo la obligación de rendir cuentas.

El régimen jurídico de la contabilidad pública local está regulado en el Capítulo III del Título VI del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 

normas contables aprobadas por el Ministerio de Hacienda a propuesta de la Intervención General del Estado.

En materia contable local corresponden al Ministerio de Hacienda, a propuesta de la Intervención General del Estado, las siguientes competencias:

—Aprobar las normas contables de carácter general a las que tendrá que ajustarse la organización de la contabilidad de los entes locales y sus 
organismos autónomos.

—Aprobar el Plan General de Cuentas para las entidades locales, conforme al Plan General de Contabilidad Pública.

—Establecer los libros que, como regla general y con carácter obligatorio, deban llevarse. 

-
tables están recogidas en las instrucciones de contabilidad local.

Las instrucciones actualmente vigentes son: 

La Orden HAP/1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo normal de contabilidad local.

la Instrucción del modelo básico de contabilidad local, aprobada por Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre. 

La Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo Básico de Contabilidad Local.

en función de dos variables representativas de la dimensión de la entidad: la población y el importe del Presupuesto tal y como se muestra en el 
siguiente cuadro:

Modelos Ámbito general de aplicación

Básico

Los organismos autónomos dependientes de las entidades locales contempladas en los apartados anteriores

Normal

Los organismos autónomos dependientes de las entidades locales contempladas en los apartados anteriores

Debe destacarse que la aplicación del modelo básico tiene carácter potestativo pudiendo las entidades incluidas en su ámbito de aplicación aplicar 

la Instrucción del modelo normal.
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2. FUNCIÓN PÚBLICA RESERVADA 

-
ción pública reservada a los funcionarios con habilitación de carácter nacional de las subescalas de Intervención-Tesorería y de Secretaria-Intervención.

-
cieros, de la ejecución de los presupuestos de acuerdo con las normas generales y las dictadas por el Pleno de la corporación. También le corresponde 
la inspección de la contabilidad de los organismos autónomos y de las sociedades mercantiles dependientes de la entidad local, de acuerdo con los 
procedimientos que establezca el Pleno.

El desarrollo de la función contable atribuida a la Intervención municipal se concreta en el Real Decreto 128 /2018 de 16 de marzo, por el que se 
regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional en cuyo artículo 4 apartado 2 se establece: 

dictadas por el Pleno de la Corporación.

-
poración.

aplicación.

-
queridos.

entidades públicas empresariales, de acuerdo con los procedimientos que establezca el Pleno.

Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo y remitirla al Pleno de la Corporación, por conducto de la Presidencia, en los plazos y con la periodicidad 
establecida.

reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos.

reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, de conformidad con lo que se establezca por el 
Pleno de la Entidad Local.

establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales y de la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura 

Según el artículo 200 del TRLHL las sociedades mercantiles en cuyo capital tengan participación total o mayoritaria las entidades locales estarán 
-

tiles de capital íntegramente propiedad de las entidades locales, forman parte de su Cuenta general. Ambos tipos de sociedades, habrán de ajustar sus 
cuentas anuales a las previsiones contenidas en el Plan General de Contabilidad de la empresa española, que en la actualidad se encuentra regulado en 
Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad y Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, 

3. RENDICIÓN DE CUENTAS

2/2004, de 5 de marzo, para cumplir esta obligación es la Cuenta General.

La Cuenta General constituye lo que en la terminología mercantil se conoce como las cuentas anuales y es la concreción del proceso de rendición 

contable y, en el ámbito de las entidades públicas sujetas a presupuesto limitativo, además, el seguimiento de la ejecución del presupuesto, en un mo-
mento determinado y durante un período de tiempo concreto.

-

De acuerdo con lo que establece la Regla 50 de la ICAL, tendrán la consideración de cuentadantes los titulares de las entidades y órganos sujetos 
al a obligación de rendir cuentas, y en todo caso:

—El presidente de la Entidad Local.

—Los Presidentes o Directores de los Organismos Autónomos y de las Entidades Públicas Empresariales.

—Los Presidentes del Consejo de Administración de las sociedades mercantiles dependientes de la Entidad Local.

—Los Liquidadores de las Sociedades Mercantiles dependientes de la entidad local en proceso de liquidación.

Los cuentadantes serán responsables de la información contable, es decir, de suministrar la información de modo veraz y de que las cuentas 

entidad contable, y en concreto, les corresponderá rendir, antes del 15 de mayo del ejercicio inmediato siguiente al que correspondan y debidamente 

No obstante lo anterior, –añade el apartado 3 de ambas reglas- dicha responsabilidad se concretará en la división de esta entre la responsabilidad 
de rendir cuentas, como responsabilidad independiente de la responsabilidad en la que hayan podido incurrir quienes adoptaros las resoluciones, o rea-

uentas Anuales en este momento procedimental. 
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La Cuenta General no se limita a ser el instrumento que tienen las Entidades Locales para cumplir esta obligación formal de rendir cuentas, sino 

es el instrumento que permite tanto a la corporación como a los administrados y ciudadanos en general, conocer las actuaciones que se han realizado 
-

nismo de control por naturaleza. 

En cuanto al contenido de la Cuenta General indicar que la Cuenta General de las Entidades Locales estará integrada por:

—La Cuenta General de la propia Entidad.

—La Cuenta General de sus Organismos Autónomos.

—Las Cuentas de las Sociedades Mercantiles de capital íntegramente propiedad de la misma.

—Las Cuentas Anuales de las Entidades Públicas Empresariales.

El procedimiento para aprobar la Cuenta General es el siguiente:

2/2004, de 5 de marzo, la Cuenta General será formada por la Intervención. 

de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, corresponde al Presidente de la Entidad 

de Cuentas, siempre antes del 1 de junio.

cuantas comprobaciones estime necesarias, emitirá nuevo informe.

Acompañada de los informes de la Comisión Especial y de todas las reclamaciones y reparos formulados, la Cuenta General se someterá al Pleno 
de la Corporación para que, en su caso, pueda ser aprobada antes del día 1 de octubre.

De forma paralela a lo anterior, debe tenerse en cuenta que, a partir de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabi-
lidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, la rendición de cuentas se ha elevado a uno de los principios de transparencia. Efectivamente, ya en 
dicho cuerpo legal se establece, en los artículos 6 y 27, la obligatoriedad de suministrar información –entre otros- de la cuenta General, obligación que, 
a su vez, es concretada en el artículo 15 de la Orden HAP2105/2012. 

establece en las Reglas 44 a 51 de la Instrucción de Contabilidad Local, modelo Normal.

Los documentos que integran las cuentas anuales de la entidad local y de sus organismos autónomos están integradas por:

—El Balance.

—La cuenta del resultado económico-patrimonial.

—El estado de cambios en el patrimonio neto.

—El estado de liquidación del presupuesto.

—La memoria.

El Balance, que presenta la posición del patrimonio referida al cierre del ejercicio, estructurándose a través de dos masas, activo y pasivo, desa-
rrolladas cada una de ellas en agrupaciones que representan elementos patrimoniales homogéneos.

• El activo recoge los bienes y derechos, así como los posibles gastos a distribuir en varios ejercicios.

• El pasivo recoge las obligaciones y los fondos propios.

La cuenta del resultado económico- patrimonial presenta este resultado, es decir, el ahorro positivo o negativo, referido a un ejercicio, obtenido 
por comparación de dos corrientes, positiva y negativa, desarrollada cada una de ellas en función de la naturaleza económica de la operación, y reco-
giendo:

• La negativa, los gastos y pérdidas.

El estado de cambios en el patrimonio neto informa de la cuantía y composición del patrimonio neto de la entidad y de las causas o motivos de su 

con la entidad o entidades propietarias. 

derivados de los ajustes por cambios de criterios contables y correcciones de errores, de ingresos y gastos reconocidos en el ejercicio y de operaciones 

patrimoniales de las otras operaciones.

sustituye por información sobre la Tesorería en la Memoria.

El estado de liquidación del Presupuesto presenta, con la debida separación, la Liquidación del presupuesto de gastos, la Liquidación del presu-
puesto de ingresos, y el Resultado presupuestario.

-

reconocidos 
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18. Control interno y rendición de cuentas

El Resultado Presupuestario del ejercicio es la diferencia entre los derechos presupuestarios netos liquidados durante el ejercicio y las obligaciones 
-

La Memoria completa, amplía y comenta la información contenida en el resto de documentos que integran las cuentas. 

Las cuentas anuales que deberán formar las sociedades mercantiles en cuyo capital social tenga participación total o mayoritaria la entidad local 
serán, en todo caso, las previstas en el Plan General de Contabilidad o en el de Pequeñas y Medianas empresas con las adaptaciones a los criterios espe-

A las cuentas anuales que deberán formar las entidades públicas empresariales dependientes de la entidad local les será de aplicación lo previsto 
para las sociedades mercantiles.

A las cuentas anuales de la propia Entidad Local y de cada uno de los organismos autónomos deberá unirse la siguiente documentación:

—En caso de discrepancia entre los saldos contables y los bancarios, se aportará el oportuno Estado de Conciliación, autorizado por el Interven-
tor u órgano de la entidad local que tenga atribuida la función de contabilidad.

—Las Cuentas Anuales de las sociedades mercantiles cuyo capital social tenga participación mayoritaria la entidad local.

—Cuentas Anuales de aquellas unidades dependientes de la entidad local incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 
de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera no comprendidas en el apartado anterior ni integradas en la Cuenta General.

1. La imposibilidad de que las entidades locales puedan concurrir a procedimientos de concesión de ayudas y subvenciones públicas así se prevé 

cuando estos sean entidades locales acreditar estar al día en la obligación de rendir sus cuentas a la Cámara de Cuentas de Aragón de acuerdo con la 
normativa aplicable.

2. La imposición por parte del Tribunal de Cuentas de multas coercitivas a los responsables públicos que no rindan las cuentas correspondientes. 

será compelido a ello mediante requerimiento conminatorio del Tribunal de Cuentas. 3. Si el requerimiento no fuere atendido en el improrrogable plazo 
señalado al efecto, el Tribunal de Cuentas podrá aplicar las medidas siguientes:

-
peración.

responsable.

Estas multas coercitivas que se imponen al cuentadante, en este caso, al Presidente de la entidad son de carácter personalísimo y apreciables 
contra su patrimonio personal.

3. La Imposición de sanciones al amparo de lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno.

4. La retención de la participación de tributos del Estado, de conformidad con lo establecido en la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de raciona-
lización y sostenibilidad de la Administración Local. 

III. PREGUNTAS HABITUALES SOBRE CONTROL INTERNO

-

en régimen de limitada previa de requisitos básicos.

de fondos de efectivo a la Caja municipal.

-

-
rencia, el del órgano interventor o el del servicio gestor? 

El reglamento se
en la resolución del procedimiento indicado.
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El Reglamento de Control Interno no prevé su aprobación se limita a señalar que se elaborará por el órgano interventor y se dará cuenta al Pleno, 
a efectos solamente informativos.

capital pertenece íntegramente al Ayuntamiento? 

mercantiles, que no tienen obligación de auditarse que se hubieran incluido en el plan anual de auditorías. Es decir, tienen que concurrir dos circunstan-

 

Las sociedades que tienen obligación de auditarse son las previstas en el artículo 263 del TR de la Ley de Sociedades de Capital aprobada por 
Real Decreto Legislativo 1/2010 y en la Disposición Adicional Primera de la Ley de Auditoría de Cuentas y sus disposiciones de desarrollo. En este caso 
el régimen aplicable será el mercantil, el previsto en la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas y en sus normas de desarrollo incluidas las 

del auditor, revocación e inscripción en el registro mercantil, sin ninguna distinción en atención al titular de las acciones. Esto sin perjuicio de la sujeción 

en todo caso.

La obligación de elaborar las cuentas corresponde al interventor como parte de la función de contabilidad que tiene reservada. La aprobación 
de las cuentas corresponde al Pleno y es cuentadante el Alcalde Presidente de la Entidad en el momento de la rendición aunque no lo haya sido en el 

-

No. A efectos de evitar ciertas situaciones en las que por falta de mayoría del equipo de gobierno el Pleno no aprobaba las cuentas anuales las 


